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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Amorín, Alfredo Asti, José Carlos Cardoso, Ana Cardozo, 
Jorge Gandini, Carlos González Alvarez, Pablo Pérez González, Iván Posada y Héctor 
Tajam. 


INTEGRANTES: Señores Representantes Luis Gallo Cantera y Álvaro Vega Llanes. 
INTEGRANTES: Señores Representantes Carlos Maseda y Hermes Toledo Antúnez. 


INVITADOS: Por el Banco de Previsión Social: señor Ernesto Murro, Presidente; Directores, contador 
Luis Casares; Técnico-escribano Antonio Soutullo; Representante de los Trabajadores, 
señor Walter Ariel Ferrari; Representante Empresarial, señora María Elvira Domínguez y 
Representante de los Pasivos, señor Geza Stari. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Recibimos con mucho gusto al Directorio del Banco de Previsión Social, delegación encabezada por el señor 
Ernesto Murro, Presidente, quien ha venido acompañado por el contador Luis Casares, Director, el contador 
Antonio Soutuyo, Director Técnico de Prestaciones, el señor Ariel Ferrari, Representante de los Trabajadores, 
el señor Geza Stari, Representante de los Jubilados y Pensionistas, y la contadora María Elvira Domínguez, 
Representante de los Empresarios. 


Como habrán podido apreciar en la versión taquigráfica de la sesión pasada, que hemos enviado, el señor 
Diputado González Álvarez solicitó la presencia del Directorio de Banco de Previsión Social, en particular, la 
del Representante de los Jubilados y Pensionistas, a efectos de conocer la opinión del Banco respecto al 
proyecto de ley a través del cual se crearía el Fondo Nacional de Salud, iniciativa que está a estudio en esta 
Comisión. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Agradezco la presencia del Directorio de Banco de Previsión Social. 


Estamos analizando el proyecto de ley de creación del Fondo Nacional de Salud. En el artículo 1” establece 
que será administrado por el Banco de Previsión Social. Por lo tanto, es muy importante conocer la opinión 
del Banco de Previsión Social respecto a este Fondo, que tendrá una cantidad de cometidos, y saber si han 
hecho algún planteamiento de salvaguardia para esta responsabilidad, que el Parlamento está a punto de 
conceder. 


Otro tema que me interesa mucho -por eso solicité la presencia del Representante de los Jubilados y 
Pensionistas- tiene que ver con quiénes estarán incluidos en este régimen. En el artículo 2” se establece que 
también estarán incluidos en este régimen los comprendidos en lo dispuesto en el Decreto-Ley N* 14.407 y 
los artículos 186 y 187 de la Ley N* 16.713. 


Creo que hay una injusticia y que este sería el momento de repararla, y para ello tengo un texto alternativo - 
que voy a hacer llegar al Directorio del Banco de Previsión Social-, que incluye a todos aquellos jubilados 
que no hayan sido dependientes -es decir, que hayan sido patrones-, aunque perciban ingresos jubilatorios 
menores a $ 4.800 -no sé cuál es la cifra al día de hoy para tener derecho a la cuota mutual-, para tener 
derecho a la cuota mutual. Como se sabe, si un jubilado era patrón, no tiene derecho a la cuota mutual, 
aunque perciba una jubilación -como hay miles- de $ 1.000 o $ 2.000. 


Esta es nuestra sugerencia para este proyecto de ley, y por eso queremos conocer la opinión del Banco de 
Previsión Social. No nos expedimos respecto a si $ 4.800 es mucho o poco, porque es un tema para otra 
instancia, pero para esta ocasión nuestra intención es que todos los jubilados con ingresos menores a $ 4.800, 
dependientes o no dependientes, tengan derecho a la cuota mutual. 


A su vez, por estos días hemos leído en el acta de una sesión del Banco de Previsión Social que se entiende 
que los becarios y pasantes deben tener derecho a percibir asignación familiar y hogar constituido, y en tal 
sentido han enviado un proyecto al Poder Ejecutivo. Advertimos que en este proyecto de ley sobre el Fondo 
Nacional de Salud los becarios y pasantes no tienen derecho a la salud. Por lo tanto, quisiera saber qué 
opinan sobre esta otra iniciativa que, nada menos, le saca la salud a estas personas. 


Veo que con buen criterio ustedes les quieren dar esa retribución económica a través del hogar constituido y 
la asignación familiar -lo han resuelto en el Directorio y no sé si han enviado esa solicitud al Poder 
Ejecutivo-, por lo que quisiera saber si comparten este proyecto de ley cuando dice que los pasantes y 
becarios, a pesar de que sean de la Administración Central, no están amparados en la cuota mutual. 


Estas serían las principales objeciones al proyecto. 


El artículo 7” es algo más discutible, y refiere al cumplimiento de la meta asistencial, y quisiéramos saber si 
lo va a fijar el Banco de Previsión Social u otro organismo. A través de este artículo se podrán pagar cuotas 
diferenciales, asociadas a la edad y al sexo, y también se podrá pagar algo extra para quien cumpla ciertas 
metas asistenciales. Entendemos que esta es una facultad muy vaga y que no sería conveniente otorgarla así; 
de todas formas, cuando llegue el momento de votar lo diremos. 


SEÑOR MURRO.- Es un gusto estar en este ámbito, en este caso convocados por el Parlamento y 
también cuando lo hacemos por iniciativa del propio Directorio del BPS, que ha propuesto concurrir 
periódicamente para intercambiar temas y rendir cuentas de su actuación. 


Aprovechando esta invitación de la Comisión de Hacienda, integrada con la de Salud Pública y Asistencia 
Social, que agradecemos, repartiremos, ya que aquí hay algunas cuestiones que tienen que ver con el motivo 
de la convocatoria, el plan estratégico del organismo, el Plan Quinquenal 2006-2010, aprobado por la 
unanimidad de este Directorio que, como saben, está integrado no solo por quienes representamos al 
Gobierno sino también por los Directores sociales, quienes el próximo mes de mayo cumplirán un año en su 
exitosa función. También entregaremos a los señores legisladores el Informe de Gestión del Banco de 
Previsión Social 2006, asimismo aprobado por la unanimidad del Directorio. Allí informamos las cosas que 
hemos podido hacer, los desafíos que tenemos por delante y los aspectos que tienen que ver con temas de 
salud, por los que hoy se nos ha convocado. 


Me parece importante aprovechar esta oportunidad para entregar estos documentos, de modo que los señores 
legisladores conozcan directamente -como tratamos de hacerlo, más allá de nuestros errores- lo que estamos 
pudiendo hacer y lo que no, y cuáles son los resultados de esta actividad. De modo que, como no puede ser 
de otra manera, esperamos los comentarios que acerca de esta documentación entiendan del caso realizar. 


En segundo término, quiero destacar la presencia del Directorio del BPS, por las características que tiene este 
organismo. Estamos allí muy orgullosamente quienes representamos al Gobierno y están allí y están acá los 
tres integrantes que representan muy dignamente a los distintos sectores sociales. Saben que quien habla es 
un firme partidario de esta integración del Directorio. Peleamos mucho por esto y creo que es una muy buena 
cosa que le pasó al país que desde hace quince años, mandatado por la Constitución de la República desde 
hace cuarenta años, el organismo encargado de administrar el 15% del producto bruto interno esté dirigido de 
esta manera. Reitero que somos firmes partidarios de esto y creemos que es un muy buen ejemplo -que 
inclusive está siendo analizado a nivel internacional- de cómo administrar la cosa pública con participación 
social y con capacidad de propuesta. Este es un Directorio que viene haciendo muchas propuestas de cambios 
en el sistema de seguridad social, en el sistema de salud, en el sistema tributario, en el combate a la pobreza, 
en el sistema de protección social que debemos ir construyendo en nuestro país. Aparte de gestionar y de 
administrar, este organismo también se ocupa de proponer para cambiar, porque hay muchas cosas que 
queremos seguir cambiando en nuestro país. 


En tercer lugar, quiero señalar que venimos trabajando con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social 
desde hace bastante tiempo muy coordinada y satisfactoriamente. Inclusive ha habido reuniones del 
Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social con el Directorio, y existen grupos de trabajo. Hace pocas 
semanas tuvimos la satisfacción de que se nos solicitara, en este caso promovida por los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Salud Pública y Asistencia Social en forma conjunta, una nueva y mayor 
participación en el proceso de reforma del sistema nacional de salud. Esa convocatoria que nos hicieran en 
forma conjunta los Ministerios de Economía y Finanzas y de Salud Pública y Asistencia Social nos parece 
importante para este organismo que tiene una capacidad de diálogo social importante, que está en la 
integración de su propio Directorio y en la actividad que cada uno de los Directores desarrolla, de 
permanente contacto, no solo con sus organizaciones, con las que están más directamente vinculados, sino 
con todas las organizaciones e instituciones sociales y políticas del país. Es común encontrarnos con los 
señores legisladores a lo largo y ancho del país, conversando sobre distintos temas, y así les pasa a los 
Directores que representan a los empresarios, a los trabajadores, a los jubilados como a quienes 
representamos al Gobierno. Creo que esta es una práctica del Banco de Previsión Social muy importante. En 
ese sentido, el que se nos haya invitado a participar de este proceso de reforma tributaria, como se nos ha 
invitado a participar del proceso del plan de emergencia en su momento y ahora del plan de equidad, es para 
el Banco de Previsión Social un desafío muy importante y, sin duda, también un trabajo muy importante. No 
escapará a los señores legisladores que la participación en las tres grandes reformas que hoy están sobre la 
mesa, como el plan de equidad, el sistema nacional integrado de salud y la reforma tributaria, implica para el 
Banco de Previsión Social un honor y muchísimo trabajo. Estamos enfrentando esto con la capacidad que 
este organismo ha desarrollado: su capacidad de diálogo social, su capacidad de gestión, su capacidad 
tecnológica, su capacidad humana, porque sin los funcionarios del Banco de Previsión Social, que se 
pusieron la camiseta como tuvieron que hacerlo para aplicar a las cuarenta y ocho horas de que asumiera este 
Directorio el Plan de Emergencia en el año 2005, o como lo están haciendo hoy a paso redoblado hacia la 
reforma tributaria que empezará a regir el 1” de julio, superando los atrasos que hemos tenido, todo hubiera 
sido imposible, por lo que vale la pena destacar estas cuestiones. 


Estamos trabajando con el Ministerio de Salud Pública y ahora también con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, que nos ha solicitado colaboración para estas etapas. Nosotros creemos que la reforma del sistema 
de salud es un proceso. ¿Por qué hablamos de "proceso" de reforma del sistema de salud? Porque hay cosas 
que ya están haciéndose, algunas por decretos, otras por resoluciones que hemos tomado en el BPS, otras por 
vía de ley. En este marco queremos inscribir nuestra participación en este proceso. 


Felizmente -eso está detallado en el informe de gestión 2006 que entregáramos a los señores legisladores- 
estamos en el Banco de Previsión Social en un récord histórico, para la gente, con el mayor índice de 
protección social del país, en toda su historia. Nunca hubo tanta gente afiliada y protegida por la seguridad 
social en el Uruguay como en este momento y nunca hubo en tan poco tiempo un crecimiento tan grande de 
gente protegida. 


En los momentos en que el país tuvo buenos indicadores económicos -1998-1999-, la cifra mensual de 
puestos cotizantes había alcanzado a 980.000. Cuando nosotros asumimos, había 970.000 puestos cotizantes 
al mes. Hoy ya estamos superando, durante seis meses seguidos, a 1:100.000, llegando a 1:150.000. 


Sin duda, este crecimiento del 15% o 16% se ha dado en poco tiempo, lo que merece un análisis destacado. 
Lo mismo pasa con la recaudación. Llevamos, por primera vez en la historia, veintitrés meses seguidos de 
mejora de la recaudación en términos reales. Esto representa, según como se mida -nosotros medimos la 
recaudación en términos reales-, unos US$ 10:000.000 o US$ 15:000.000 reales más por mes, cada mes, en 
estos veintitrés meses. A fines de semana o principios de la próxima aparecerán los datos correspondientes al 
mes de marzo, con lo que estaremos cerrando los primeros veinticuatro meses de nuestra gestión en el nuevo 
Directorio. 


Esto ha representado que, por ejemplo, en el año 2006 necesitáramos un 20% menos, en términos reales, de 
asistencia financiera, revirtiendo la vieja tendencia histórica de constante crecimiento de la asistencia 
financiera de Rentas Generales a la seguridad social, implantada a partir de decisiones políticas que se 
tomaron fundamentalmente desde 1995 a través de normas, leyes y otras medidas. 


Esto tiene que ver con lo que estamos conversando porque, por ejemplo, por primera vez en la historia 
tenemos 700.000 personas con derecho al seguro social de salud. Nunca antes habíamos tenido esa cantidad. 
Esta cifra se compone entre otros por 50.000 jubilados, cifra congelada desde hace años, pese a que 130.000 
jubilados dependientes podrían estar usufructuando el derecho a la cuota mutual, pero la mayoría no lo usa, 
suponemos que por los altos costos de los copagos -tiques y órdenes- o por la accesibilidad a otros servicios 
de salud. Se registra no solamente un crecimiento por las nuevas normas aprobadas -en el caso de la 
incorporación de los 35.000 docentes, entre Primaria y Secundaria- sino también por los 3.500 trabajadores 
judiciales y el crecimiento récord en la cantidad de trabajadores de la actividad privada en el denominado 
DISSE; aunque DISSE no se llama más, todos le seguimos llamando así, pero es el régimen prioritario del 
seguro social de salud. 


Que 700.000 personas estén protegidas por el llamado DISSE es también un récord histórico, ya que nunca 
había pasado en nuestro país. Esto se dio no solamente por la incorporación de docentes y judiciales sino por 
la mejora de la formalización, de la inclusión social, de la recaudación. 


Paralelamente, otro tema a destacar tiene que ver con el crecimiento de los beneficiarios de asignaciones 
familiares, que también constituye un récord histórico. Esto está relacionado con lo que señalaba el señor 
Diputado González Álvarez. Sabemos que este tema ha sido de interés para el señor Diputado Posada. Tener 
hoy más de 600.000 niños beneficiarios de asignaciones familiares es récord histórico. Este crecimiento ha 
superado las metas que nos habíamos fijado con el Gobierno nacional y las que habíamos comprometido con 
organismos internacionales. 


La pregunta que hacía el señor Diputado González Álvarez es muy atinada. Dentro del régimen de 
asignaciones familiares hay dos tipos de beneficiarios: los hijos de trabajadores formales -que tienen derecho 
a la atención de salud parcial en el BPS- y los hijos o menores a cargo de hogares de menores recursos. Esto 
se complementa con el régimen que por primera vez estamos intentando conocer, que es el régimen de 
asignaciones familiares de los funcionarios públicos, que de hecho existe. Se estima que los organismos del 
Estado pagan unas 100.000 asignaciones familiares siguiendo las reglas de la norma general. Por primera vez 
estamos haciendo esta encuesta, solicitando al centenar de organismos de todo el país que nos den las 
nóminas de niños beneficiarios de asignaciones familiares y de adultos, que son los responsables de esos 
niños, a los efectos de tener un registro nacional de beneficiarios de asignaciones familiares. Lo estamos 
construyendo y a esta altura ya ha sido encuestado más del 60%. Nunca se había hecho esta tarea en el país. 
Esto nos va a permitir, no solamente un mejor conocimiento de la realidad sino una mejor racionalización. 


Esto también tiene que ver con la reforma del sistema de salud porque, como decíamos, cuando la reforma 
del nuevo sistema integrado de salud siga avanzando, allí vamos a tener que ver, por ejemplo, cómo se 
coordina la atención de salud que hoy tenemos para un sector parcial, que son los hijos de los trabajadores 
formales de la actividad privada, que pueden ser atendidos parcialmente en su salud -según sus condiciones- 
a través del área de la salud materno infantil del Banco de Previsión Social. Estamos en ese proceso, 
planteándonos la universalización del régimen de asignaciones familiares, con estos logros que decíamos, de 
haber alcanzado los 600.000 beneficiarios en el BPS, por primera vez. Este es un crecimiento que se está 
dando tanto en el sector de hijos o menores a cargo de trabajadores formales de la actividad privada como en 


los hogares de menores recursos, a partir de las leyes aprobadas por este Parlamento en 1999 y en 2004, 
particularmente la Ley N” 17.558 de 2004. 


Por otra parte, también nos importa destacar que, en lo que tiene que ver con la salud, en este proceso hacia el 
sistema nacional integrado de salud, estamos racionalizando, reformando nuestros propios servicios de salud. 
Eso comenzó cuando este Directorio toma algunas resoluciones administrativas que hacen a esta temática 
como la creación, dentro del Banco de Previsión Social, de un órgano desconcentrado, que es la Dirección 
Técnica de Prestaciones. 


Ustedes saben que una organización importante como la nuestra tenía una dirección técnica de recaudación y 
fiscalización, la Dirección Técnica de ATYR, pero no tenía una dirección técnica de prestaciones. Es decir 
que tenía un órgano desconcentrado con amplias facultades para la recaudación y la fiscalización -lo que está 
muy bien-, pero no tenía lo mismo para las prestaciones, para ver cómo administrar mejor el servicio de 
protección social del Banco de Previsión Social. Por eso la hemos creado, y está aquí presente el escribano 
Soutuyo, que es el Director Técnico de esta otra área tan importante del BPS, a través de la que hemos 
equilibrado la recaudación y fiscalización con las prestaciones sociales. Y dentro de ella está el área de la 
salud materno infantil del BPS, el área de medicina laboral y el seguro social de salud -DISSE-, que tiene que 
ver con la temática por la cual fuimos convocados. 


Debemos encarar esta modernización, esta reforma que estamos realizando en toda la temática salud del BPS, 
porque si no lo hiciéramos -como lo hemos decidido-, no vamos a estar preparados para la reforma del 
Sistema Nacional de Salud. Por lo tanto, tenemos que ir haciendo conjuntamente las dos cosas. 


Por ejemplo, tenemos el área de la salud materno infantil, que muchos aquí conocen, porque hemos hablado 
de los problemas que allí se presentan o de las cosas lindas que allí suceden. El BPS tiene el único centro de 
malformaciones congénitas del Uruguay, con una altísima apreciación y calificación por parte de la población 
de este país, pero ese también era el centro en el que teníamos la mayor cantidad de irregularidades. Eso nos 
llevó, inclusive, hasta a un cambio gerencial. Hicimos transformaciones y pusimos allí al ingeniero Hugo 
Odizzio, que está desempeñando una muy buena función; es un hombre de experiencia gerencial en el 
organismo. Eso lo hicimos luego de haber creado -como señalábamos- la Dirección Técnica de Prestaciones, 
con el escribano Soutuyo al frente, reforzándole sus facultades. 


Eso permite, por ejemplo, que hoy el BPS sea la segunda maternidad del Uruguay, después del Pereira 
Rossell, algo tan importante como poco conocido. Y esto nos lleva a estar vinculados, por nacimiento directo 
O por pago, a entre una quinta y una cuarta parte de los nacimientos que ocurren en el país. 


Hoy estamos celebrando que hemos ganado un concurso promovido con fondos del Banco Interamericano de 
Desarrollo y organizado en nuestro país por el Ministerio de Educación y Cultura. Ya se nos ha asignado por 
parte del Tribunal correspondiente y con la aprobación del BID la adquisición de un espectrómetro de masas; 
ello implicará que el BPS se vaya transformando, en forma progresiva, en el laboratorio en el que se analicen, 
a través de una gota de sangre, los cincuenta mil nacimientos que aproximadamente hay en nuestro país; el 
año pasado hubo cuarenta y siete mil. Eso nos permitirá prevenir aproximadamente veinte enfermedades que 
hoy no se están previendo a través del Sistema Nacional de Pesquisa que impulsa el Ministerio de Salud 
Pública. Esta aprobación ha sido reciente, pero ya estamos trabajando en ello; mientras esperamos que se 
concreten los trámites para adquirir ese espectrómetro de masas, ya hemos acordado con el Hospital de 
Clínicas y con el Pereira Rossell. De los catorce mil exámenes de sangre que hacíamos de nuestros niños, ya 
estamos llegando a los treinta mil para prevenir el hipotiroidismo congénito y otras dos o tres enfermedades, 
hasta que con este espectrómetro de masas en tándem lleguemos a detectar esas veinte enfermedades; 
inclusive, como este aparato de tecnología de punta tiene capacidad sobrada, vamos a poder ofrecerlo a otros 
organismos para que hagan otro tipo de trabajos. 


Por lo tanto, entendemos que la reforma es un proceso en el cual hay cosas que se están haciendo, otras para 
las que nos estamos preparando y otras que vamos a hacer, pero hemos tenido la capacidad de absorber ya 
cien mil o ciento veinte mil trabajadores más que ya entraron en estos dos años al seguro social de salud, y 
con las leyes actuales. Hoy estamos discutiendo una ley que va a permitir que entren veintiséis mil o 
veintiocho mil funcionarios de la Administración Central, y eso nos parece importantísimo. Pero, por otras 
leyes anteriores, entraron treinta y cinco mil docentes, y sin leyes, por la mejora de la formalización, de la 
recaudación y de la inclusión social, entraron cien mil trabajadores de la actividad privada al seguro social de 
salud, a DISSE. Este es un proceso que se está dando y reitero que se ha hecho con un Directorio colectivo, 


sin conflictos, con las muy bienvenidas diferencias de opinión que existen, pero gracias a un proceso de 
transición que -volvemos a destacar- fue coordinado y ordenado. Hoy decíamos que fuimos capaces de 
abordar el Plan de Emergencia a las cuarenta y ocho horas de asumir y eso fue posible porque hicimos una 
muy buena transición con el Directorio y la Gerencia General anterior, lo que nos permitió tener estas 
posibilidades. No habríamos podido asumir nosotros en cuarenta y ocho horas la implementación del Plan de 
Emergencia, si no hubiéramos hecho una buena transición; y creo que eso también es parte de esta 
integración social y de que hay gente en este Directorio que hace muchos años que está trabajando para esto. 


En este camino hoy tenemos este proyecto de ley. Creemos que si hemos sido capaces de incorporar treinta y 
cinco mil docentes, cien mil trabajadores más al sistema en dos años y cien mil niños más al sistema de 
Asignaciones Familiares, también vamos a ser capaces de incorporar estos veintiséis mil o veintiocho mil 
funcionarios de la Administración Central en este proceso. 


Cuanto antes ustedes aprueben la ley, mejor, porque nos va a dar tiempo; además, ustedes deben tener en 
cuenta que estamos en un proceso de varias reformas a la vez. Como ustedes saben, nosotros tenemos un 
papel muy importante que cumplir en el nuevo sistema tributario, a partir del acuerdo firmado el 23 de marzo 
con el Ministerio de Economía y Finanzas y la DGI. También tenemos un papel muy importante que cumplir 
en el proyectado Plan de Equidad, que va a entrar próximamente a consideración parlamentaria, y debemos 
cumplir con las responsabilidades que ustedes nos van a dar a través del Sistema Nacional de Salud y en la 
ley de FONASA, por lo que pedimos que también nos comprendan. Tenemos muchas ganas, a todo el 
Directorio le gusta mucho trabajar y lo viene haciendo en forma muy mancomunada pero, como ustedes 
sabrán, todas estas leyes nos impactan tremendamente, tienen un altísimo impacto en el Banco de Previsión 
Social. 


Por lo tanto, reitero que vamos a cumplir con nuestro rol en los tiempos en que esto sea necesario, y estamos 
en ese proceso. Creo que a esto apuntaba la pregunta del Diputado González Álvarez, y si no estoy 
respondiendo adecuadamente le pido que me lo aclare, pero vamos a cumplir con esto como hemos tratado de 
hacerlo en estos dos años. 


En cuanto al otro tema, sobre el que creo que levantaba el centro el señor Diputado, estamos trabajando en 
este crecimiento espectacular que está habiendo de la recaudación y de las personas protegidas en el sistema 
de seguridad social, por más que nos falta mucho por hacer. Además, este crecimiento se está dando en 
sectores tradicionalmente críticos, como en el de la construcción, el rural y el de las trabajadoras domésticas. 
Pero estamos planteando seguir creciendo más. Por ejemplo, empezamos por cumplir en nuestra casa. En 
2005, entre las primeras medidas que tuvimos que tomar, estuvo la de regularizar a 350 personas que 
trabajaban en forma irregular en el BPS; inclusive, muchos de ellos lo hacían en el área de recaudación y 
fiscalización. También hemos propuesto universalizar los derechos de la seguridad social a pasantes y 
becarios. Lo primero que hicimos fue dar a nuestros pasantes y becarios estos derechos por resolución 
administrativa del BPS e impulsamos un proyecto de ley para que todos aquellos que estén en esta situación 
también tengan estos derechos. Lo mismo con los jubilados no dependientes. ¿Por qué los jubilados como 
patrones o como no dependientes no tienen derecho a la cuota mutual? Porque esto es lo que dice la Ley 

N?* 16.713 de 1995. No es por un antojo del BPS que no les damos cuota mutual a los patrones jubilados o a 
los no dependientes; es porque esta fue una de las condiciones por las cuales se votó la ley de 1995. ¿Qué 
hemos hecho en el Directorio? En estas semanas analizamos la propuesta de reforma del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, el proyecto de ley de FONASA -motivo de la convocatoria de hoy-, por las dudas, el 
proyecto de descentralización de ASSE -aunque no es un tema que directamente nos involucre-, porque 
vimos que es una forma de seguir transitando por ese camino hacia un Sistema Nacional Integrado de Salud 
en el que todos los residentes -como dice la ley- tengan derechos. Dados los plazos que estaban planteados en 
el proyecto de ley que los señores Diputados tienen a consideración, pensamos en una iniciativa intermedia - 
de la que hemos conversado y hemos trasladado al Ministerio de Salud Pública- para empezar a solucionar un 
problema que tiene no solamente los once años de vigencia de la Ley_N* 16.713, sino muchos más, en cuanto 
a que los jubilados no dependientes, patrones o microempresarios, no tengan derecho a la mutualista. En 
dicha ley se implanta parcialmente, mucho menos de lo que se dijo que iba a ser, el derecho a los jubilados 
dependientes por razones de derecho y de hecho. Reitero: hoy tienen derecho como jubilados dependientes 
ciento treinta mil personas. Pero, en los hechos, solamente cincuenta mil hacen uso de ese derecho; los otros 
ochenta mil no hacen uso de ese derecho porque los altos costos de los copagos de órdenes y tíques hacen 
que prefieran ir a otros agentes prestadores o a nada. ¿Qué propusimos? Sabiendo que en el Sistema Nacional 
Integrado de Salud los jubilados y pensionistas -como lo establece el proyecto de ley a consideración del 


Parlamento- van a tener derecho, pero que eso se concretará dentro de un tiempo -incluso, eso estará 
pendiente de la reglamentación-, hemos propuesto en el Directorio un anteproyecto de ley para que se 
incorporen antes, como un escalón, los jubilados no dependientes de menores recursos. Esa propuesta la 
hemos conversado con el Ministerio de Salud Pública. Hemos elevado, no solamente por la vía formal que 
corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el anteproyecto de ley ya aprobado por este 
Directorio, sino que también hemos hecho llegar los estudios de costos. Esto a efectos de que, como un 
proyecto complementario del relativo al Sistema Nacional Integrado de Salud, más prontamente se otorgue 
este derecho a los jubilados no dependientes de hogares de menores recursos; estamos hablando 
fundamentalmente de aquellos jubilados como no dependientes, que cobraron el ajuste diferencial, que 
recibieron los $ 500; estamos hablando aproximadamente de unas doce o trece mil personas. Esto sería un 
escalón a la universalización que existirá una vez que el Sistema Nacional Integrado de Salud esté 
plenamente vigente. Creo que con esto he dado respuesta a las tres preguntas que hacía el señor Diputado 
González Álvarez. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Agradezco toda la información general sobre el proyecto y sobre 
cómo está preparado el Banco de Previsión Social para afrontar esta responsabilidad. No tengo dudas 
de que si no lo estuviera, ya habría encendido la luz roja; pero es bueno que hayan dicho acá que están 
plenamente preparados para esta nueva responsabilidad. 


Yo había centrado mis preguntas -inclusive, les hice llegar un texto- en si ustedes comparten que ya en este 
proyecto de ley incluyamos que los jubilados que son patrones, que son no dependientes, tengan derecho a la 
cuota mutual, como lo tienen los jubilados dependientes, de acuerdo con el artículo 186. Esa era una pregunta 
concreta. Les solicito que, si pueden, me envíen esa sugerencia que han hecho para ser incorporada en algún 
momento. Mi pregunta concreta es si en este proyecto que estamos considerando -mi intención es agregarlo 
como un aditivo; ya lo hice llegar a la Mesa- podemos agregar estos dos artículos o hacer una redacción 
mejor, si es que están de acuerdo con que en este proyecto terminemos con esa tremenda injusticia de que los 
jubilados patrones no tengan derecho a la cuota mutual. Esta es una pregunta concreta; usted me dice sí o no, 
y terminamos el tema. 


La otra pregunta es si ustedes comparten que en el proyecto de ley que estamos estudiando se incluya que los 
becarios y pasantes tengan derecho a la cuota mutual, porque están excluidos en este artículo. El señor 
Presidente del BPS dijo que es partidario de que los becarios y pasantes tengan otro tipo de derechos, como la 
Asignación Familiar y el Hogar Constituido. Esta es la segunda pregunta concreta. 


El señor Presidente del BPS dio a entender que está mal que haya ochenta mil personas con derecho a la 
mutualista que no hacían uso de él. Quisiera saber si eso no podría ser mejorado por el BPS cuando hace 
contrato con las mutualistas, diciéndoles que sigue pagándoles si ellas incluyen para los jubilados la 
exoneración de los copagos. Tal vez estoy equivocado, pero quiero que me conteste si eso puede ser objeto de 
una negociación bilateral entre el BPS y las mutualistas. Podrían decirle a aquella mutualista que no cobre 
copago a los jubilados que les van a volcar el paquete y respecto a las que sigan con los copagos que no van a 
sugerirle a los ochenta mil que vayan. No sé si eso lo pueden hacer ustedes directamente en una negociación 
bilateral. Me imagino que no; si no, ya lo habrían hecho. Pero si no se les ocurrió, yo quisiera que me dijeran: 
"No lo puedo hacer" o "No se hizo por tal causa". Usted dijo que hubo un inconveniente, que no era su 
responsabilidad -no sé de quién será-, y que esos ochenta mil no accedían. Yo creo que los ochenta mil no 
acceden porque hay una muy mala negociación del Banco de Previsión Social con las mutualistas. Esta es mi 
opinión personal; puedo estar equivocado. Usted me dirá que hace dos años que están en el Banco de 
Previsión Social, y yo les digo que hace años que lo integran, fundamentalmente el señor Murro. Una buena 
negociación entre el Banco de Previsión Social y las mutualistas eliminaría los copagos. Esta es mi posición, 
y quiero que usted me dé la suya. 


También me interesa que opine sobre los otros dos temas que estamos analizando y que ya mencioné. Uno 
tiene que ver con que los jubilados patrones tengan derecho a la cuota mutual -si lo comparten, ya se podría 
incluir en el proyecto; es muy importante la opinión de ustedes porque yo soy de la minoría y los votos de la 
mayoría van a depender mucho de la opinión que nos dé el Banco de Previsión Social, fundamentalmente 
porque en su mayoría depende del Gobierno-, y el otro asunto hace a los pasantes y los becarios, que acá 
están excluidos del derecho a la salud, siendo que usted ha levantado la bandera de que hay que igualarlos a 
los demás funcionarios. 


SEÑOR MURRO.- En primer lugar, quiero decir que me parecen muy bien las preguntas, pero el 
señor Diputado -como lo conozco, sé que no lo hizo con esa intención- me formuló una interrogante y 
hasta me dio la respuesta. Me dijo que tenía que decir sí o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es habitual. 
(Hilaridad) 
SEÑOR MURRO.- Puedo decir sí, no u otra cosa. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Estoy programado para el sí y el no. En el disco duro no me entra 
otra cosa. 


(Hilaridad) 


SEÑOR MURRO.- Reitero -lo dijo el señor Diputado- que tengo quince años en el Banco de Previsión 
Social, algunos como Director, otros como Representante de los Trabajadores y ahora como Presidente. 
Y voy a uno de los nudos que el señor Diputado planteaba: en estos momentos, en el orden del día del 
Directorio -si no me equivoco, es el primer punto-, figura la renegociación de los contratos con las 
mutualistas. Esto nunca se hizo en la historia del Banco de Previsión Social, y nosotros lo estamos 
haciendo. 


Esta es una de las ventajas de este Directorio plural; reitero que el tema figura en el orden del día. Además, 
hay un proyecto de renegociación de contrato con todas las mutualistas, sobre el que hemos tenido 
asesoramiento de parte del Ministerio de Salud Pública. Por ejemplo -el contador Casares, nuestro 
representante en los temas de salud, lo puede explicar mejor-, hemos sabido que hay instituciones que a veces 
con un capitalito de 5.000 o 10.000 socios negocian condiciones mejores que nosotros, que tenemos 700.000 
socios. El tema es que nunca se negoció, y ahora vamos a negociar. 


La discusión comenzó hace algunas semanas y el tema está pendiente, porque lo estamos discutiendo en el 
marco de este proceso. Con las mutualistas hoy no solo tenemos pendiente lo de los 700.000 afiliados 
trabajadores -incluidos los 50.000 jubilados-, sino la subcontratación que realizamos en el interior del país 
para la atención materno infantil. Tenemos un caudal importante para negociar, y estamos en eso. 


Respecto a los otros temas, el resolver algo que hace diez, quince o veinticinco años está mal y no se ha 
resuelto -todos ustedes lo saben-, lleva tiempo y trabajo. Lo estamos haciendo; estamos tratando de cumplir. 
Por ejemplo, sobre los temas que nos plantearon, hemos elaborado un proyecto de ley que, con mucho gusto, 
haremos llegar a los señores Diputados. Al discutir el Sistema Nacional de Salud vamos a llegar a que, por 
primera vez en nuestro país, todos los residentes tengan derecho a la salud integral a través de la combinación 
del sistema mixto público-privado, fomentando la elección del prestador. Nosotros planteamos que en una 
etapa previa podría tratarse el tema de los jubilados no dependientes de menores recursos. 


¿Por qué insistimos en esto? Porque cuando empezamos a aplicar... 


(Diálogos) 


Si es algo a lo que no estoy acostumbrado, quisiera saberlo porque quizás así me acostumbro. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El señor Diputado Posada me preguntó si el señor Murro estaba 
hablando de mi proyecto, y yo le dije que no, que mi iniciativa es más general. El proyecto que usted 
está manejando es para darle a los jubilados patrones muy pobres; el mío es para darle a todos los 
jubilados patrones e igualarlos a los jubilados dependientes. Si hoy fijamos que los jubilados 
dependientes que ganen menos de $ 4.800 tienen derecho a la cuota mutual, yo digo que también se 
podría hacer para los jubilados patrones que ganan menos de ese monto. Lo que el señor Murro está 
planteando es un paso intermedio, que será para quienes tengan jubilaciones menores a $ 2.000 -no sé 
bien cuál es el proyecto-, lo mío es un poco más general, es para que todos los jubilados patrones que 
tengan ingresos menores a equis cantidad -creo que esa es la cifra- tengan derecho a la cuota mutual. 


No hay que hacer diferenciaciones aun entre los jubilados patrones. Las diferenciaciones nunca me gustaron 
mucho -soy más general-, y menos cuando legislamos. 


Reitero que el señor Diputado Posada me preguntó si lo que estaba afirmando el señor Murro era lo que yo 
había dicho, y le dije que no, que había un matiz, que lo que ustedes estaban proponiendo era un pasito 
intermedio porque solamente va a contemplar a 12.000 personas, pero creo que son varios miles más los 
jubilados patrones que hoy no tienen derecho a la cuota mutual. 


SEÑOR MURRO.- Reitero que acá estamos hablando de un proceso. Cuando se aprobó la Ley 
N? 16.713 -esto consta en las versiones taquigráficas parlamentarias- se decía que iban a ser muchos 
más quienes iban a tener ese derecho. Lamentablemente, no fue así. La decisión para que los no 
dependientes no tuvieran derechos se tomó en agosto de 1995, cuando se votó la Ley_N” 16.713. Los 
jubilados no dependientes no tienen derecho porque el Poder Legislativo dijo que no lo tenían. 


¿Por qué planteamos este escalón? Porque somos conscientes de los costos que esto tiene y de cómo se 
generan políticas redistributivas. ¿Por qué el Banco de Previsión Social, en acuerdo con el Gobierno 
Nacional, aprobó ajustes diferenciales de pasividades para unas 160.00 personas de menores recursos? 
Porque previamente hicimos un estudio por parte de nuestra prestigiosa Asesoría General en Seguridad 
Social, que dirige el contador Luis Camacho. Cuando asumimos nuestro cargo le preguntamos a la Asesoría 
cuál era la mejor forma de redistribuir ingresos en pasividades mediante ajustes diferenciales. ¿La mejor 
forma es tomar el monto de la pasividad o tomar el monto de la pasividad con los ingresos del hogar en el 
que vive el jubilado o pensionista? Se hizo un importantísimo estudio que hemos traído y está a disposición 
de los señores Diputados -lo hemos traído en otras oportunidades a otras Comisiones legislativas-, en el que 
nuestra Asesoría, luego de un riguroso estudio, como nos tiene acostumbrados, demostró que lo más 
redistributivo era considerar el monto de la prestación -jubilación o pensión- y los ingresos familiares. Esto 
porque podemos tener personas que cobran $ 2.000 de jubilación pero que viven en un hogar en el que hay 
ingresos por $ 40.000 o $ 50.000, a veces de esa misma persona, y otras personas que cobran también $ 2.000 
pero que tienen que mantener en el hogar a sus hijos desocupados. No es lo mismo cobrar $ 2.000 si se tienen 
otros ingresos, que cobrar $ 2.000 y que ese sea el único ingreso del hogar. Este estudio de la Asesoría 
General de Seguridad Social del BPS demostró que lo más adecuado para repartir y redistribuir mejor era 
considerar los ingresos personales por pasividad y los ingresos familiares. Eso dio resultado. La disminución 
de la pobreza que se da en jubilados y pensionistas, como a nivel general del país, entre otras cosas obedece a 
esta política de ajuste diferencial de las pasividades, donde hemos tomado el monto de la pasividad y los 
ingresos del hogar. Eso fue el ajuste diferencial, el préstamo de $ 500 y la política que se está siguiendo en 
torno a la prima por edad, y también lo que proponemos para el derecho a la cuota mutual. Nos parece que 
esto es lo posible. En el tiempo que la ley determine que todos los residentes en el país tengan derecho al 
sistema integral de salud -eso lo va a determinar la ley y la reglamentación-, allí van a estar todos, 
independientemente de que sean jubilados dependientes o no dependientes y de qué ingresos tengan. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Eso puede ocurrir dentro de diez años. 
SEÑOR MURRO.- Bueno, podría haber sido hace diez años, pero eso es parte de otra conversación. 


Creo que estamos avanzando. En once años incorporamos 50.000 jubilados, pero en menos de dos años 
hemos incorporado más de 100.000 personas al sistema sin modificar las leyes, porque no cuento a los 
docentes. En dos años hemos incorporado más gente que en diez años con otras normas por la gestión 
colectiva que este organismo viene realizando. 


Lo mismo en cuanto a becarios y pasantes. Adviertan qué interesante es esto. A mí me alegra que hoy 
estemos discutiendo los derechos de los becarios y pasantes. Hoy decía que en el BPS tuvimos que 
regularizar a 350 personas pero, si la memoria no me falla, 280 eran supuestos pasantes como supuestos 
unipersonales que existían en el BPS hacía más de diez años. Los regularizamos, tienen todos sus derechos, y 
lo mismo se está haciendo en otra cantidad de organismos del Estado. A esta altura tenemos 
aproximadamente 4.000 pasantes regularizados en organismos del Estado que estaban en una situación por 
completo irregular. Creo que es muy bueno que hoy nos estemos preocupando por su derecho a la asignación 
familiar, al hogar constituido y a la atención integral de salud, y por eso hemos presentado ese anteproyecto 
de ley. Reitero que el BPS, con sus pasantes, ya lo está aplicando. 


Por ejemplo, en este momento estamos llamando a pasantes de la Facultad de Ciencias Económicas para 
reforzar el área de recaudación para la implementación de la reforma tributaria, a los que les vamos a pagar la 
cuota mutual, la asignación familiar y el hogar constituido. Nosotros lo estamos haciendo y estamos 
proponiendo, como parte de la universalización de los derechos de la seguridad social, que eso se extienda. El 
tema es que todo esto tiene sus costos, que deben ser rigurosamente evaluados, y sus repercusiones. A veces 
nos pasa que queremos regularizar a una persona y esta nos dice: "No quiero que me regularicen porque ya 
tengo un empleo público en otro lado". Esto implica trabajar en negro en varios lados. Estamos en ese 
proceso de regularización del Estado por el que se han regularizado decenas de miles de cargos públicos que 
estaban en situación irregular desde hacía añares. Puedo mencionar algunos que conozco con nombre y 
apellido que desde 1985 estaban en negro en el Estado. 


SEÑOR FERRARI. Como Director representante de los trabajadores quiero plantear la posición de la 
representación, que ha llevado a compartir todos estos proyectos e iniciativas que desde el Banco de 
Previsión Social se han tomado. Es reconocida por todos nuestra posición crítica al actual modelo de 
seguridad social del país, que ha llevado a una involución. Ese modelo que se implantó hoy no está 
sobre la mesa, y yo quiero traer un tema más sobre el que es necesario legislar, porque en 1995 los 
legisladores no lo tuvieron en cuenta cuando reformaron la ley y crearon un subsidio transitorio para 
aquellos que tenían una incapacidad. Durante tres años estas personas que tienen una imposibilidad de 
trabajo tienen una cobertura del tipo de la prestación en actividad, esperando que se rehabiliten y 
puedan volver al mercado de trabajo -de no ser así tendrán una jubilación definitiva-, pero no se les da 
la cuota mutual. Es una paradoja: le damos una prestación para ver si se rehabilita de la incapacidad 
que tiene y lo primero que hacemos con el trabajador de la actividad privada o de la pública, si la 
tiene, es sacarle la cuota mutual. Eso también está en deuda desde hace once años, cuando en 1995 se 
aprobó la Ley N” 16.713. Creo que en seguridad social hay muchísimo para hacer, pero no se puede 
hacer una política de "shock", no se pueden hacer las cosas de un día para el otro. Nosotros queremos 
cambiar, pero precisamos y reivindicamos una reforma estructural de todo el sistema. Pero como no se 
puede hacer de un día para el otro, creemos que la prioridad la deben tener quienes están fuera del 
sistema, quienes no tienen cobertura, quienes menos tienen. Cuando se habla de ampliar la cobertura 
en el caso de los que se han jubilado como trabajadores independientes, como patronos, comparto que 
hay que mirar los ingresos y no solo el monto de la pasividad. En el Poder Legislativo, de la 
Administración Central, de los entes del Estado, del propio Poder Ejecutivo, sin ninguna irregularidad, 
hay algunos que tienen jubilaciones rurales. Me refiero a aquellos que tenían un pequeño campito, que 
se jubilaron y ahora tienen el campo a nombre de un hijo o de algún pariente. Aportan por un ficto, no 
aportan nada -el mínimo es $ 133 por mes-, pero tienen derecho a una jubilación, a la cuota mutual, a 
la asignación familiar. Se jubilan con $ 2.000 pero además tienen un salario importante -todos 
conocemos los salarios de quienes tenemos un cargo de Gobierno-; se jubilan como patrón ganando 
$ 2.000. ¿Es necesario darles la cuota mutual hoy? ¿No podrán esperar a que entre en vigencia el 
sistema integrado de salud al que tendrán derecho todos los jubilados y pensionistas? Por eso me 
parece que las cosas se deben hacer en forma gradual. Ese es un ejemplo muy claro. Todos conocemos 
gente que tiene una jubilación mínima pero que tiene otros ingresos. Y no estoy hablando de aquel 
empresario que contribuyó por un ficto y se jubiló con el mínimo, pero que, de todos modos, tiene muy 
buenos ingresos o muy buen pasar. 


Tengo una discrepancia con el señor Presidente, cuando dice que no se negoció el tema de la cuota mutual. 
Yo digo que sí, que se negoció, pero no se pensó en el BPS, sino en otros intereses. Yo ya era representante 
de los trabajadores cuando se discutía qué beneficios se daría a los jubilados. Ernesto Murro junto con 
Colotuzzo -ex representante de los jubilados- eran Directores sociales que cuestionaban que no se consiguiera 
absolutamente nada, ni órdenes ni tiques. Después, más allá de la cuota diferencial con los activos, se dieron 
dos órdenes y un tique -no recuerdo con exactitud-, algo que resultó insuficiente. 


Durante décadas se negoció, y muchas veces. Ese es un cambio sustancial que ha habido desde hace dos años 
en el BPS. A menudo, el Directorio ni siquiera se enteraba, porque la información no era tan fluida ni pública 
como ahora. Las cosas que se discuten, acordadas o no, están en conocimiento de los siete Directores. 


Comparto que todos debemos tener una cobertura integral de salud, pero yo no estuve en desacuerdo cuando 
en el Parlamento se aprobó la ley que amplía los derechos a las trabajadoras domésticas. Esta es una 
iniciativa que promovíamos desde el Banco de Previsión Social para que ellas pudieran tener la opción entre 
el beneficio de la cuota mutual y el de ASSE. Ya hay antecedentes en este sentido. Según el decreto que 


regula el seguro de paro de los trabajadores rurales, cuando se encuentran en esa situación se les suspende la 
cobertura de salud. Los sindicatos rurales -esto fue aprobado en la comisión de seguridad social, en el 8* 
Congreso del PIT-CNT- ya planteaban que en el proceso de reforma del Sistema Nacional de Salud ellos 
debían tener libertad de acción, porque en medio del campo siempre está más cerca Salud Pública que 
muchas mutualistas. Además, los salarios miserables que reciben les impiden la posibilidad de tener una 
cobertura preventiva de salud, por lo cual solo se asisten en casos de emergencia. 


Estos son ejemplos claros que nos muestran que cuando hablamos de becarios o de pasantes, 
independientemente de la decisión que tomemos en el BPS -creemos que todos deben estar integrados-, la 
libertad de opción y de cobertura es un derecho que deberían tener los trabajadores. Cabe aclarar que de los 
700.000 beneficiarios que tienen cobertura del Banco de Previsión Social a través de las IAMC, no todos 
cuentan con la posibilidad de recibir asistencia. Por eso importa ese antecedente de los 80.000 jubilados que, 
teniendo el derecho, no lo usufructúan, por la limitante de los copagos. 


SEÑOR CASARES.- Seré concreto, dado lo avanzado de la hora. 


Simplemente haré dos o tres reflexiones sobre lo planteado. En primer lugar, en cuanto a la preparación del 
BPS, quiero dejar claro que hemos trabajado en esto desde el año 2005, por lo cual esta ley no nos sorprende. 
Venimos trabajando con el Ministerio de Salud Pública y estamos preparados para su puesta en 
funcionamiento, sin descartar que implica un costo importante para la Administración. Se me va a recalcar al 
salir que no dejé suficientemente en claro todo el costo que suponen estos cambios para la Administración. 
No solo se trata de la incorporación de una cantidad de personas, sino de modificaciones a nivel del propio 
sistema. Ya hemos hecho simulaciones acerca de las cuotas, en función de edad y sexo y estamos en 
condiciones de armarlo. Se necesitan definiciones y reglamentaciones y estamos dispuestos a trabajar con 
Salud Pública en ese sentido. Por lo tanto, podemos dar tranquilidad a los señores legisladores en cuanto a 
que estamos preparados para ello. 


Otro tema al que quería hacer referencia tiene que ver con los contratos. No sé si en la primera o en la 
segunda sesión del Directorio, en el año 2005, planteamos la necesidad de revisar los contratos y enviamos 
telegramas a todas las instituciones avisándoles que estábamos denunciando los contratos y que estábamos 
dispuestos a negociarlos nuevamente. ¿Por qué? Porque entendíamos que el Banco de Previsión Social, más 
allá de lo que después vino y de lo que va a venir como sistema, como responsable de lo que era DISSE, no 
estaba cumpliendo con su función, que no solo es asegurar una cuota mutual a modo de pagador. Como la 
salud es parte integrante de la seguridad social, el BPS de todas maneras tenía que hacerse responsable de 
obtener la mejor negociación y la mejor exigencia en cuanto a la asistencia de la persona. 


Cuando nosotros asumimos no se conocía -no se conoce hasta hoy porque recién se establece en los nuevos 
contratos- qué tipo de asistencia tiene el beneficiario. Cuando quisimos saber cuántos afiliados de los que 
cobraban a través de DISSE y tenían cobertura de salud se atendían y cuántos no, no pudimos, porque cuando 
se contrataba un servicio nunca se habilitaba la posibilidad de saber quién se atiende y quién no. Todas las 
especulaciones que tenemos que hacer sobre la no asistencia a los afiliados a DISSE -fundamentalmente por 
copagos y por tener edades no demasiado riesgosas en términos de salud y con dificultades en materia de 
horarios debido a sus trabajos- son necesarias porque solo hay un estudio del año 1996, en el CASMU, que 
demostró que había un 30% menos de utilización. Ese es el único trabajo que conozco que haya adelantado 
algo sobre ese tema. 


Lo que dice el señor Diputado González Álvarez es verdad, y a nosotros nos llamó la atención desde el 
primer día. Las Cámaras con las que hemos hablado lo saben y lo hemos dicho también desde el primer día. 
Entendemos que el convenio más grande del país es el que menos obtuvo en materia de beneficios para el 
usuario. No obtuvo condiciones económicas ni asistenciales. Ese fue el cambio fundamental que se planteó 
en el Directorio del BPS a fin de utilizar la posibilidad de contratación, tal como decía el señor Presidente y 
como yo he visto. Con 5.000 personas yo obtengo condiciones excepcionales, pero con 700.000 no consigo 
absolutamente nada. Es evidente que no se ha utilizado el poder de negociación que eso representa y estamos 
dispuestos a emplearlo. Vamos a hacerlo en coordinación con todo el sistema, de manera que esto no traiga 
problemas. De lo que se trata es de obtener mejores condiciones de asistencia para el trabajador y para el 
jubilado. 


Quería trasmitir que se ha trabajado en ese sentido. En broma digo que, más que contratos, lo que se ha 
elaborado son códigos a efectos de reglamentar todo el sistema de contratación, ya sea con las Instituciones 
de Asistencia Médica Colectiva como con ASSE, de manera que el afiliado finalmente entienda que detrás de 
él hay una institución de seguridad social que es la que está respaldando esa afiliación. Eso estamos haciendo 
en coordinación absoluta con el Ministerio de Salud Pública. Todo lo que sea control de la asistencia lo va a 
hacer, lógicamente Salud Pública; nosotros tenemos que controlar que se cumpla con los tiempos necesarios 
para que el afiliado sea atendido, de modo que no se le tire para atrás una operación por no tener quién 
responda por él. Por otro lado, también entendemos que toda esta negociación va a tomar su tiempo. Nosotros 
hubiéramos querido hacer esto en el 2005, pero cuando hicimos la denuncia de los contratos vino el proyecto 
de ley. Quizás desde el punto de vista institucional nos hubiera resultado políticamente conveniente haber 
negociado en forma directa en el año 2005, porque de esa manera habríamos demostrado lo que señalaba el 
Diputado González Álvarez, en cuanto a que estábamos dispuestos a cambiar las condiciones de los 
contratos. Sin embargo el tiempo que perdimos va en beneficio de ese proceso de cambio largo -como dijo el 
Presidente y como decía el Subsecretario en su comparecencia-, que va a llevar varios períodos de Gobierno, 
y quizás estos contratos que pongamos en discusión una vez que esta ley se apruebe, sean mejores que los 
que hubiéramos podido hacer en el 2005, y en ese sentido es que estamos trabajando. 


Finalmente, quiero decir que en esto se ha trabajado a nivel integral. El Directorio estableció un comité 
estratégico de salud en el que participan todos los involucrados de las distintas áreas de salud que tiene el 
BPS y ese comité analizó, junto con representantes del Ministerio de Salud Pública, estos contratos y en eso 
se está trabajando. Tengan la certeza de que se va a trabajar, y de que hay una alternativa con respecto a esos 
ochenta mil jubilados y en la medida en que se aplique un sistema de cápitas la cuota que se va a pagar por 
esos jubilados va a ser mayor y eso, a su vez, permitirá obtener una mejora en la parte contractual que hoy 
tenemos. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Gracias por esta posibilidad de reunirnos por el tema de la ley de FONASA, 


En lo que tiene que ver con la cuota mutual para los trabajadores no dependientes, la posición de la 
representación empresarial coincide con la del Diputado González Álvarez. Nosotros -personalmente y como 
representación empresarial, es decir en consenso con las todas las Cámaras empresariales- estamos a favor de 
una redacción como la que él ha presentado. Creemos que en la normativa que hace a la seguridad social -no 
sabemos por qué se llegó a esto- no es esta la única instancia de discriminación negativa hacia el trabajador 
no dependiente. También tenemos situaciones de discriminación en el momento de acceder a las pasividades. 
En tanto un trabajador puede acceder mediante testigos, un empresario no puede demostrar que trabajó 
mediante testigos. Tenemos discriminación negativa en el cálculo y otra una cantidad de situaciones que 
están orientadas en ese sentido. Pero como bien dijo Murro, esto no es de esta Administración sino que es 
histórico; hay que ir haciendo correcciones. Y desde nuestro punto de vista sería muy bueno que en la ley de 
FONASA se introdujese una modificación en el artículo 186 de la Ley N* 14.407, para ampliarlo a todos. 
Aquí discrepo con el Director Ferrari, que pone el ejemplo de los empresarios rurales. Los empresarios 
rurales están pagando lo que las leyes determinaron que tenían que pagar. Entonces, quererlos castigar porque 
pagan $ 133, no es justo; modifiquemos el pago que están haciendo, pero no tenemos por qué castigar a 
quienes están cumpliendo con la ley, mientras que sacamos permanentemente leyes que favorecen al 
informalismo, como el proyecto de monotributo que está dentro de la reforma tributaria. Entonces, si no 
queremos dar mensajes contradictorios creo que si alguien está cumpliendo la ley y paga poco porque la ley 
estableció que pagara eso, no lo podemos penalizar diciendo: "Bueno, ahora vos no tenés derecho a una cuota 
mutual porque durante todo el tiempo que tuviste que aportar aportaste muy poco". 


En cuanto al tema de si se negocia bien o mal, seguramente puede haber habido una negociación mala, pero a 
mí me genera confusión el querer aplicar las reglas del mercado al máximo; cuando hablamos de negociación 
estamos suponiendo que hay dos partes que tienen el mismo poder al momento de negociar y sin embargo 
aquí estamos hablando de negociar desde una posición dominante absoluta, porque vamos con una cartera de 
usuarios que también está por ley. Entonces, si tengo siete mil o tres mil ciudadanos para poder ir a negociar, 
¿qué es lo que voy a negociar cuando además el precio de la cuota es un precio administrado, topeado y 
definido en el marco del Ministerio de Salud Pública? Entonces, cuando se dice que negociemos mejor y 
presionemos porque tenemos setecientos mil socios, está bien, negociemos mejor para que esos jubilados 
tengan más beneficios y no tengan una barrera. Y estoy totalmente de acuerdo en que tendrían que haberse 
incluido copagos o algunos beneficios para jubilados porque están en la etapa de la vida en que más los 
necesitan y tienen que ser atendidos, pero no pongamos un énfasis tan fuerte en ir a negociar porque yo 


quiero saber qué margen de negociación tiene un sistema mutual que se está cayendo a pedazos, porque 
estamos entrando en un sistema integrado de salud, fundamentalmente para rescatar a las instituciones 
mutuales. 


SEÑOR STARI.- No quiero eludir una pregunta que fue casi directa para el representante de los 
jubilados, sobre la inclusión de un artículo en esta ley. Creo que el señor Diputado González Álvarez 
hace dos preguntas en una y yo las quiero contestar por separado. En primer lugar, como 
representante de los jubilados y como integrante del Directorio entiendo que es necesario tener en 
cuenta la situación de todos los jubilados. Por lo tanto, como organización de jubilados nosotros hemos 
reclamado en los congresos -por lo menos desde hace cinco o seis años, en los que yo vengo 
participando-, que se extienda a los no dependientes el beneficio que tienen los dependientes. Como 
integrante de este Directorio he acompañado el proyecto de ley que establece este derecho que iguala la 
situación con la de los trabajadores dependientes con un cierto nivel de ingreso, y esto habría que 
extenderlo para todos levantando el tope pero, además, tomando el criterio que este Directorio ha 
manejado en cuanto al ingreso del núcleo familiar, que pensamos que es un aspecto que hay que tener 
en cuenta siempre. Por lo tanto, creo que es positivo todo aquello que apunte a mejorar la situación de 
los jubilados. 


Por otro lado, este proyecto -el del FONASA- es el primero y le sigue un segundo proyecto que va a ser el 
sistema integrado de salud, y recién ciento ochenta días después de que ese proyecto se apruebe se verá cómo 
se aplica el sistema de salud al conjunto de los jubilados, y a mí me preocupa el conjunto de los jubilados. 
Por lo tanto, el tema que planteaba el señor Diputado González Álvarez, en cuanto a incluirlos en esta ley, es 
algo que tiene que discutir el Parlamento. Yo no voy a decir si eso debe hacerse en esta ley o en otra. Creo 
que es el Parlamento, que tiene en cuenta cómo se van procesando las cosas, el que tiene que decidir si esto 
será incluido en esta ley o en una especial o si será puesto de otra manera. 


Entonces, resumiendo, creo que hay que buscar los caminos para mejorar la situación en cuanto al sistema de 
salud de los jubilados no dependientes y cómo extenderla al conjunto; la forma, en qué leyes y de qué 
manera, es un tema que debe resolver en su discusión el Parlamento. 


SEÑOR ASTI.- Manifiesto la alegría de que el Directorio del BPS esté presente en esta sesión para 
conversar -no vamos a decir discutir- sobre este tema. 


Mi apreciación sobre lo que se ha conversado está planteada en cuanto a uno de los temas que creo que quedó 
colgado de las preguntas que hizo el señor Diputado González Álvarez sobre el artículo 7? y las metas 
asistenciales. El artículo 7” es el que establece cómo se pagarán las cuotas: por cápitas ajustadas por sexo y 
edad y, además, por un adicional de metas asistenciales -que creo que llega al 6%- que la reglamentación 
fijará. Entonces, sobre este tema en particular de las metas asistenciales y después de lo conversado acerca de 
las posibles negociaciones, planteo si ese 6% que -por lo que se ha adelantado, en principio estaría siendo 
recibido en forma prácticamente equivalente o igual por todos los prestadores de servicio, porque se entiende 
que las metas asistenciales se están cumpliendo-, no puede ser complementado con algunas de las cosas que 
mencionábamos acá, por ejemplo, el tema de los niveles de los copagos o la seguridad de que haya 
informaciones con respecto a la real asistencia de cada uno de los beneficiarios. Entonces, quería saber si 
había alguna posibilidad -dado que el BPS está participando en esas reuniones con los Ministerios de 
Economía y Finanzas y de Salud Pública- de vincular estos temas con ese pago adicional que, de alguna 
manera, podría equilibrar los distintos niveles de copago que tienen las instituciones. Hemos escuchado acá 
de parte de las instituciones que hay algunas que de sus ingresos totales solamente tienen un 5% o un 6% por 
copagos, y en otras eso llega al 15% o al 16%. Obviamente, tienen un nivel de copagos muy distinto. 
Entonces, teniendo en cuenta lo que dice la ley -en forma muy genérica; la reglamentación tendrá que 
especificar- quiero saber si en ese proyecto se puede vincular esto o si en los trabajos que están haciendo 
conjuntamente el BPS, el Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de Economía y Finanzas hay algún 
avance en ese sentido. 


Para terminar, quiero hacer una acotación para que quede constancia en la versión taquigráfica. El señor 
Diputado González Álvarez quería que se incluyeran modificaciones al proyecto. Le sugería al Presidente del 
BPS que se definiera si tenía que ser en este proyecto o no. Recuerdo que, por disposición constitucional, en 
materia de modificación de cualquier beneficio en el tema seguridad social la iniciativa es exclusiva del 


Poder Ejecutivo; no la tiene el Parlamento, por lo que no podemos modificar ninguna de esas condiciones 
que se dan en la seguridad social. Si estamos planteando este tipo de modificaciones, tendrían que venir una 
iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Mi intención al preguntar la opinión del BPS va en el sentido de lo 
que manifiesta mi colega. Si el BPS está de acuerdo, como integra el Gobierno, puede hablar con el 
Ministro respectivo, que puede enviar el mensaje, y así el tema formal que está planteando el señor 
Diputado Asti se eliminaría. ¡Cuántas cosas lográbamos modificar de un día para el otro cuando en la 
Comisión de Hacienda estábamos tratando el Presupuesto o el proyecto de la Reforma Tributaria! 
Muchas veces, siendo Presidente el señor Diputado Asti, en la misma noche o al otro día lográbamos 
que viniera el mensaje del Poder Ejecutivo. Si el BPS comparte que en esta ley podemos incluir esto, 
aunque hubiera algún problema formal, podría resolverse. No es impedimento para mejorar esta ley 
que tenga que venir un Mensaje del Poder Ejecutivo. Todavía no hemos empezado a tratar este tema; 
quizás comencemos la semana próxima a tratar el articulado. O sea que este proyecto de ley recién será 
tratado en el plenario en los primeros días de mayo. ¡Si habrá tiempo para que pueda venir un 
Mensaje del Poder Ejecutivo modificando el artículo 186! Ese era el objetivo de mi pregunta. Si me 
decían que estaban de acuerdo, les iba a pedir que hablaran con el Ministro respectivo para que 
enviara el Mensaje. Entonces, lo que plantea el señor Diputado Asti es fácilmente subsanable. 


SEÑOR CASARES.- Lo que plantea el señor Diputado Asti está en línea con lo que se está trabajando 
a nivel de los contratos. Se está analizando todo el sistema de copagos; y aprovecho para contarles algo 
que descubrimos -por lo menos en lo personal no lo sabía- de un análisis efectuado de todos los copagos 
de todas las instituciones de asistencia médica colectiva. Descubrimos que había copagos 
discriminatorios negativamente afiliados a DISSE. No solo se pagaba en plazo -porque una de las 
ventajas que tiene todo prestador de salud con respecto a la afiliación del BPS es la posibilidad de 
cobrar seguro todos los meses y sin atraso-, sino que en algunos casos existían copagos que eran 
mayores, si era afiliado a DISSE. ¿Por qué? No lo podemos entender, pero existía eso. 


Con el Ministerio de Salud Pública estamos hablando sobre un nivel de copagos que, por supuesto, quizás no 
se pueda fijar administrativamente. Pero sí se pueden poner algunos límites en algunas cosas, como ya se ha 
hecho con algunas políticas de salud pública para determinadas enfermedades crónicas o para el caso de los 
embarazos, etcétera; se podría liberar de los copagos a algunas de estas asistencias. La idea es que cuando el 
ciudadano se vaya a afiliar también pueda tener conocimiento de los costos que tiene que asumir en cada una 
de las instituciones, es decir, que haya transparencia e información, cosa que hoy tampoco existe. Cuando la 
persona se va a afiliar por DISSE, lo que lamentablemente muchas veces decide su afiliación es -como todos 
sabemos- el pago de una cantidad de dinero que le dan en la puerta a alguien para afiliarlo y no las 
condiciones de salud que va a tener según se atienda en un lado u otro. 


Todo el sistema de contratos que estamos reformulando tiende a que haya total transparencia de información 
y a que el afiliado pueda tener conocimiento de la situación, porque eso va a regular todo. Si hay 
conocimiento, automáticamente no puede suceder esto que venimos a descubrir hoy: que haya copagos 
mayores para un afiliado de DISSE que para un afiliado privado. El hecho de que haya un sistema de 
información mucho más transparente beneficiará al trabajador, al jubilado o al ciudadano común cuando se 
afilia individualmente por contar con una información mayor, cosa que se está desarrollando, porque ustedes 
bien saben todos los datos que hoy se dan a través del sistema nacional de información del Ministerio de 
Salud Pública. En la medida en que esa información sea coordinada con las propias instituciones y que las 
personas tengan acceso a ella, pienso que podemos buscar soluciones en el sentido que planteaba el señor 
Diputado Asti. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Pido disculpas porque durante un rato me tuve que retirar de Sala. 


Para que no nos engañemos, quiero plantear que el tema de los copagos no es fácil de manejar. El copago, 
que en un principio fue una cuestión regulatoria, después se transformó en un problema de financiamiento de 
algún sector mutual. Pero en el fondo de todo esto está el uso de la medicación en una sociedad que tiene 
tendencia a automedicarse, que tiene tendencia a pedir medicación y a asumir que tal medicamento es mejor 
que otro, porque es un producto de mercado que se vende.. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


Bueno, es una chance, eso es cierto, pero ¿sabe cuál es el problema? Cuando FEMI vino a hablar 
del tema de los copagos le dije que era absolutamente fácil de resolver, si los médicos nos poníamos de 
acuerdo y no dábamos medicamentos que no fueran necesarios. Ahora, fíjese dos cosas que voy a 
plantear. En Florida, los médicos teníamos acceso libre a los medicamentos. Usábamos un promedio 
mucho mayor que el resto y supuestamente teníamos la educación para no caer en eso; pero usábamos 
muchos más que el resto de los afiliados. Además, los pacientes hoy tienen mucha información y la 
formación que tienen no les permite procesarla; la reciben a través de Internet o de la propaganda 
misma y van a pedir cosas que muchas veces no tienen mayor sentido. Además, si uno no se los da, lo 
primero que piensa es: "Este quiere ahorrar conmigo". 


Entonces, hay toda una cuestión social... 
SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¡Y se enojan! 


SEÑOR VEGA LLANES.- Así es. Hay toda una cuestión social que habrá que enfocar desde varios 
aspectos, que no se resolverá en el corto plazo. Si yo estuviese en una mutualista y me vinieran a 
negociar copagos en nombre de los jubilados, yo sería muy reticente. Es más, no sé si ASSE, en su 
nuevo funcionamiento, no tendrá que pensar en esto en algún momento. Hasta ahora Salud Pública lo 
resolvió muy fácil diciendo: "No tengo medicación", "No tengo, no hay", y se acabó. Pero una vez que 
el sistema se modifique, el ''no tengo" no podrá ser un argumento de recibo. Yo no sé si Salud Pública 
no tendrá que regular esto de alguna forma. 


Invito a los colegas a que revisen todo lo relativo a las mutualistas en cualquier lugar del país para comprobar 
que quienes no pagan tiques ni órdenes tienen un uso muy superior a quienes sí pagan; seguramente, algunos 
subutilizan y otros sobreutilizan. Es una balanza muy difícil de manejar, porque la realidad es esa y obedece a 
cuestiones culturales, no solo de la población sino también de los médicos. Por ejemplo, nunca escuché a 
nadie que se quejara porque el médico no lo examinara, pero sí porque no le receta medicación o no le pide 
una tomografía. Para mí lo más seguro es que se examine, pero nadie se queja acerca de eso. 


Este tema -hablando de jubilados o de trabajadores, no importa- es muy complejo porque limita el acceso de 
la gente a la asistencia. Es una realidad. Uno ve que en los primeros días de pago los consultorios se llenan y 
que del día 15 en adelante se vacían. Hay un montón de gente que no puede atenderse porque no puede pagar 
el tiques. Creo que no hay que abordar este asunto con la simpleza de decir "Acá los abolimos", porque si lo 
hacemos, tendremos un problema de novela. Y si no los abolimos también. Hay que poner cabeza para ver si 
hay alguna solución, y puedo asegurar que no es fácil. 


SEÑOR ASTTI.- Quiero hacer una breve aclaración respecto a las manifestaciones del compañero Vegas 
Llanes: de ninguna manera estamos abogando por el libre uso; sí estábamos planteando las diferencias 
de los niveles de copago que tienen las distintas instituciones de asistencia médica. Creemos que una 
forma de nivelarlo puede ser a través del incentivo de la baja de los copagos y utilizar ese margen de 
6% de metas asistenciales para que cada mutualista después decida si mantiene niveles de copagos 
altos o los baja. No hay que eliminarlos porque entiendo perfectamente lo que se decía sobre el uso 
excesivo de las posibilidades, si no existen los copagos o si tuvieran un valor poco significativo. Hubo 
problemas por la competencia que tuvieron las mutualistas para adherir a los afiliados a DISSE; a 
través de la baja de los copagos consiguieron una población que, a veces, en algunas mutualistas es 
muy superior al promedio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de retirarnos quiero decir a los integrantes de la Comisión de Hacienda 
que mañana comenzaremos con el estudio del proyecto de ley sobre usura porque no hay ningún 
invitado que haya manifestado voluntad de asistir. 


A los integrantes del Directorio del Banco de Previsión Social les agradecemos su presencia, la información 
brindada y aun más la que quedaron en enviarnos para ser repartida entre los integrantes de ambas 
Comisiones. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


